
da RECENSIONES

SANTIAGO MUÑOZ MACHADO: Las potestades legislativas
de las Comunidades Autómas, Editorial Civitas, Co-
lección Cuadernos, Madrid, 1979, 122 pp. (C. Váz-
quez de la Torre).

En el acápite de algunas publi-
caciones figura, aunque cada vez
más raramente, la ritualizada ex-
presión «Obra declarada de interés
público», avalando oficialmente el
libro correspondiente, propiciando
su difusión y ofreciendo garantía
de calidad a las personas interesa-
das en 6u contenido.

Dicha calificación se ha ido des-
plazando de los trabajos científi-
cos y literarios a realizaciones más
materiales, como obras públicas,
edificios, etc., primándose con ello
los aspectos prácticos de estos úl-
timos —que satisfacen demandas
sociales hoy más buscadas—antes

que el ingenio personal y creativo
que supone una obra escrita cuyo
provecho es generalmente más in-
directo y espiritual.

Tal desplazamiento es fruto in
negable d e l practicismo de los
tiempos, aunque sería preciso, con
las adaptaciones convenientes, re-
cuperar la calificación de interés
público para ciertos trabajos de la
ciencia del Derecho.

Las anteriores consideraciones
las motiva la aparición reciente de
una publicación del profesor San-
tiago Muñoz Machado, en Cuader-
nos Civitas, bajo el título «Las po-
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testades legislativas de las Comu-
nidades Autónomas».

Se abordan en esta obra cues-
tiones cruciales que afectan a la
comprensión de lo que se ha lla-
mado «Estado Regional», que es la
forma de Estado que propicia,
para un inmediato futuro, nuestra
Constitución de 1978.

La aparición de este trabajo, pri-
mero que conozcamos que se de-
dique a una interpretación cientí-
fica y sólidamente razonada del
alcance de alguno de los aspectos
más nuevos de nuestra Constitu-
ción, se anticipa por semanas al
comienzo de la discusión de los
primeros Estatutos de Autonomía.

De ahí que evoquemos la opor-
tunidad de resucitar para algunas
obras jurídicas, y ésta es sin duda
una de ellas, el calificativo de «in-
terés público», que incluso podría
matizarse más haciendo referen-
cia expresa a diputados, senadores
y demás profesionales de la polí-
tica, que serán los protagonistas
y responsables directos de los refe-
ridos Estatutos de Autonomía.

Y es que estamos viviendo unos
tiempos, por lo que se deduce de
las declaraciones *al respecto de
tales personajes, en los que un
tema de Estado da ocasión a inter-
pretaciones y planteamientos que,
en la mayoría de los casos —y con
benevolencia—, habría decidi-
damente que calificar de asom-
brosos.

Habrá que confiar en que mu-
chas de las aludidas manifestacio-
nes, cuando tengan lugar en el
marco de las instituciones en don-
de han de debatirse los Estatutos
se transformen en argumento.0

científicos y jurídicos—que no tie-
nen por que estar reñidos con eso

tan socorrido de «lo político»—
para decantar los textos finales de
lo que haya de ser el texto funda-
mental y constitucional de cada
una de las Comunidades Autóno-
mas que integren el Estado es-
pañol.

A tan deseable clarificación pue-
de contribuir de forma decisiva el
trabajo de Muñoz Machado que
seguidamente comentaremos.

Se aborda por el autor, con pre-
cisión y rigor, la exégesis de nues-
tra Constitución en punto a las
posibilidades que ésta ofrece, tan-
to en lo que concierne al recono-
cimiento cuanto a su desarrollo, de'
la potestad legislativa de las co-
munidades autónomas. Cuestión
esta crucial para comprender y de-
finir la naturaleza de tales Co-
munidades, ya que al más super-
ficial conocedor no pasará inad-
vertido el distinto carácter e im-
portancia que para un Ente públi-
co tiene el poseer o no la potestad
que encarna más indudablemente
el poder político y, consecuente-
mente, la capacidad de conformar
un determinado tipo de relaciones
con la fuerza compulsiva de la
ley.

Hay que advertir, desde el prin-
cipio, y como un mérito más de]
trabajo que comentamos, que una
cuestión tan decisiva no ha sido
tratada por la Constitución de una
manera precisamente diáfana e in-
discutible. Habrá que recordar,
como se explica al principio del
libro comentado, que ello es debi-
do a Ja imprecisión general del
título VIII de nuestra Constitu-
ción, ejemplo paradigmático de
los resultados del consenso que
permitió su aprobación.
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Tal característica hace decir al
profesor Muñoz Machado que de
lo previsto en el citado título VIII
«puede resultar, en definitiva
(cargando las tintas a la hora de
describir atipicidades), un Estado
semifederal, semirregional o semi-
centralizado, o todo ello a la vez».

Así, pues, y en cuanto a lo que
constituye el objetivo de la obra
comentada, es preciso un análisis
cuidadoso del texto constitucional
para llegar a determinar si es po-
sible hablar de potestad legislativa
en las comunidades autónomas;
cuál sea su significado; su natu-
raleza y sus límites; cuáles las
relaciones entre la legislación es-
tatal y la de las comunidades; la
solución a los problemas de inte-
gración normativa en el caso de
competencias concurrentes, etc.

A estos y otros conexos proble-
mas se da cumplida solución a lo
largo de los cinco últimos aparta-
dos de los siete en que se estruc
tura el trabajo que nos ocupa.

Prescindiendo de sus dos prime-
ros, en los que se contiene una
Nota preliminar y unas breves
consideraciones sobre ciertos ras-
gos de nuestra Constitución, ya
aludidos, el capítulo o apartado III
está dedicado a la investigación
sobre la posibilidad de que las
comunidades autónomas ostenten
potestades legislativas, tanto si se
trata de las que el autor llama co-
munidades autónomas de primer
grado (Cataluña, País Vasco y Ga-
licia) como las de segundo grado
(todas las demás regiones). En este
punto parece conveniente una di-
gresión para referirnos a esta dis-
tinción entre comunidades autó-
nomas qué sí está clara en la
Constitución. Es decir, que ésta no

reconoce inicialmente un trata-
miento uniforme para que todos
los territorios puedan constituirse
en comunidad autónoma, aunque
al final todas las regiones puedan
alcanzar el mismo grado de auto-
nomía.

Precisamente por esta diferen-
cia de grado de autonomía inicial
puede plantearse la duda de si la
potestad legislativa s ó l o cabría
predicarla de las comunidades
autónomas «de primera». E s t a
duda queda despejada por el autor,
que demuestra, en este capítulo
de su trabajo y tras una exégesis
exhaustiva de diversos preceptos
constitucionales, que la potestad
legislativa es reconocible, desde el
principio, a cualquier tipo de co-
munidad autónoma.

El capítulo IV se aparta, en
cierta medida, de la secuencia ló-
gica de la obra, pero aborda un
tema verdaderamente esencial de
cara a los proyectos de Estatutos
de Autonomía actualmente en de-
bate.

Con el enunciado «Sobre algunos
límites del poder estatutario» Mu-
ñoz Machado fija, a nuestro juicio
en forma rotunda e inatacable, una
interpretación de los artículos 148,
149 y 150 de la Constitución, ejes
esenciales de su capítulo VIII, y
que son los que más han contri-
buido a que nuestra Constitución
haya sido comparada a una «es-
pecie de menú a la carta del que
los comensales (las comunidades
autónomas) pueden servirse sin lí-
mite, en razón a sus apetencias».

Nos estamos refiriendo a los lis-
tados de materias y competencias
que las comunidades autónomas
pueden asumir en sus Estatutos. Y
la gran confusión se produce por-
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que la Constitución, en lugar de
haber contenido tres listados dife-
rentes: materias exclusivas de la
comunidad; del Estado y compar-
tidas, y una determinación clara
del nivel de competencia que co-
rresponderían al Estado y a las
comunidades sobre tales materias,
ha mezclado todo ello, de forma
que al elaborarse los Estatutos ha
de resolverse el problema de si su
contenido, en punto a asunción de
competencias, interpreta o no co-
rrectamente lo previsto en la
Constitución.

En definitiva se ha empleado la
conocida técnica del desplazamien-
to de la solución de un problema
grave a un momento posterior y a
un ámbito o instancia inferior. Sin
pretender enjuiciar tal estrategia
—que probablemente fuese la más
aconsejable por su viabilidad—es
preciso resaltar sus inconvenien-
tes, al menos por lo que puede
originar de desigualdad en la tra-
ducción a cada Estatuto de los «te-
chos» constitucionales, pues en tal
operación entran algunas veces en
juego factores—que no son, afor-
tunadamente, denominador común
en todas las regiones—, pero que
se pueden utilizar por alguna de
éstas como fuerza distorsionante
para obtener más triunfos en una
partida en l*a que al participar to-
dos bajo idénticas reglas deberían
tener igualmente las mismas posi-
bilidades.

Dada la trascendencia de la in-
terpretación constitucional q u e
realiza el autor en este capítulo
de la obra, vamos a resumir BUS
puntos esenciales, aportando ade-
más el dato, como argumento de
autoridad, de que en su análisis
y conclusiones ha venido a coin-

cidir posteriormente, punto p o r
punto, el profesor García de En-
terría en unos artículos publica-
dos en el diario El País el pasado
mes de marzo.

En dicho resumen cabría desta-
car lo siguiente:

a) Las comunidades de segun-
do grado sólo podrán asumir las
competencias de entre las mate-
rias relacionadas en el artículo 148
de la Constitución.

b) Las de primer grado pueden
asumir en sus Estatutos, además
de las del 148, todas las competen-
cias sobre las materias que el ar-
tículo 149 no atribuye a la com-
petencia exclusiva del Estado, y,
finalmente, todas las competencias
sobre materias no atribuidas aJ
Estado por la Constitución.

El problema principal se suscita
respecto del reparto de competen-
cias del artículo 149, ya que al
darse en ellas siempre concurren-
cia entre el Estado y la comuni-
dad autónoma será preciso en todo
caso una ley marco estatal previa.

Otra aportación importante a la
clarificación de la Constitución en
estos temas es la que se refiere a
la duda planteada por la previsión
del artículo 150.2 sobre las trans-
ferencias o delegaciones de facul-
tades del Estado mediante leyes
orgánicas.

La cuestión puede enunciarse, en
palabras del autor, como sigue:
dado que las leyes aprobatorias
de los Estatutos de Autonomía tie-
nen la consideración de orgánicas,
¿puede o no utilizarse el Estatuto
como cauce normativo para ope-
rar tales transferencias o delega-
ciones?
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Tras la extensa y sólida argu-
mentación por él expuesta, debe-
mos también coincidir en su con-
clusión de que los Estatutos de
Autonomía no pueden servir de
marco normativo para que se ope-
ren en favor de las comunidades
autónomas las transferencias y de-
legaciones a que se refiere el ar-
tículo 150.2, precisándose en todo
caso de una ley orgánica estatal,
y que éstas, por otra parte, no
podrán ser predeterminadas por el
contenido de los Estatutos.

Contrastan las conclusiones de
Muñoz Machado en este capítulo
con los planteamientos seguidos
en los proyectos de Estatuto para
él País Vasco y Cataluña. Vere-
mos cómo a c a b a resolviéndose
este dilema entre la razón jurídica,
tan claramente e x p u e s t a por
aquél, y las posturas políticas que
han imperado sobre los redactores
de éstos.

El capítulo V de la obra, recu-
perando el hilo del análisis de los
diversos aspectos a examinar en
torno a la potestad legislativa, se
ocupa de la cuestión de la jerar-
quía normativa. Pone en eviden-
cia cómo la ruptura del monopolio
estatal en la creación de leyes
hace preciso cambiar el principio
de jerarquía normativa por el de
la competencia, si bien aquél se-
guirá cumpliendo su papel, aunque
no con la exclusividad actual.

La aplicación práctica del prin-
cipio de competencia significa que
la verificación de la validez de las
normas regionales no se hará con
referencia a una ley estatal, sino
examinando si queda dentro de
los límites de lo que es su com-
petencia regular. Concluye este
capítulo con una explicación del

significado de las leyes marco, de
las leyes de armonización y del
papel del Tribunal Constitucional,
que son los instrumentos y la ins-
titución a quienes nuestra Consti-
tución reserva la solución de los
posibles conflictos de jerarquía en
los distintos supuestos en que pu-
dieran darse éstos.

El capítulo VI se ocupa de estu-
diar la naturaleza jurídica de las
leyes de las comunidades autóno-
mas. ¿Son del mismo valor que
las del Estado? La respuesta afir-
mativa a esta cuestión dará la
verdadera medida de la trascen-
dencia que puede tener la potestad
que hemos visto reconocida a ta-
les comunidades.

La conclusión de Muñoz Macha-
do, tras el análisis constitucional
correspondiente, se inscribe en la
línea de la doctrina más autono-
mista, sumándose, pues, a la tesis
de la equiparación de las leyes del
Estado y de las comunidades autó-
nomas. Igualmente se trata en
este capítulo de la posibilidad de
que las comunidades autónomas
aprueben legislación delegada, y
de los límites a la potestad legis-
lativa de las mismas. A este últi-
mo respecto es interesante el aná-
lisis de la incidencia que pueden
tener las competencias reservadas
en exclusiva al Estado, sobre todo
las de alcance general. C o m o
ejemplo se citan las relaciones in-
ternacionales y la planificación
económica, cuyo ejercicio podría,
en cierto sentido, invalidar o con-
dicionar el de las competencias de
l a s comunidades autónomas y
afectar, por tanto, decisivamente,
a su potestad legislativa, que pa-
saría en estos casos de ser exclu-
siva a concurrente.
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Finalmente se enuncian otros 11
mites a la potestad legislativa de
las comunidades autónomas, agru
pandólos en determinados princi-
pios constitucionales de carácter
inspirador de la organización y
funcionamiento de los entes públi-
cos, otros que están fijados para
presidir todo el proceso económi-
co, el de territorialidad y el de
interés general, destacando las pe-
culiaridades que éste último pre-
senta en nuestra Constitución.

El último apartado, capítulo VII,
de la obra comentada se ocupa de
las relaciones entre la legislación
estatal y la de las comunidades
autónomas, específicamente desde
Iva perspectiva de la posible coli-
sión entre normas y de la integra-
ción de ordenamientos.

Aunque se advierte que la cues-
tión habrá, en última instancia, de
resolverse por el Tribunal Consti-
tucional, se concretan cuáles po-
drían ser las fórmulas constitucio-
nales para la resolución inmediata
y provisional de los casos de con-
flicto, para evitar vacíos legales y
proporcionar seguridad jurídica,
inclinándose por la posibilidad de
que entre nosotros se acudiese al
principio general—habitual en el
derecho comparado más próximo—
de primacía del derecho de Estado,
en los casos de colisión sobre
concurrentes, y el contrario en
los casos de competencias exclu-
sivas de las comunidades autó-
nomas.

El capítulo termina con un aná-
lisis de la problemática de la inte-

gración normativa en los supues-
tos de la transición al régimen de
autonomía y en los casos en que
han de jugar las leyes marco, glo-
sando a este respecto el preceden-
te italiano, que ha sido seguido ya
por el proyecto de Estatuto de
autonomía para Cataluña.

La conclusión extraída, tras la
lectura del libro comentado, no
deja dudas sobre el espíritu pro-
gresista y claramente autonomista
de que hace gala el profesor Mu-
ñoz Machado al enfrentarse a to-
dos los temas importantes y sus-
tanciales que trata, y al ofrecer
interpretaciones y soluciones a los
problemas que respecto de los mis-
mos se suscitan, por lo que el co-
nocimiento y difusión de este
trabajo se hace especialmente re-
comendable a quienes, sin solidez
ni argumentos, mantienen muchas
veces posturas avanzadas, pero sin
consistencia, en esta delicada ma-
teria de las autonomías, cuyo mar-
co de referencia, quiérase o no,
ha de ser la Constitución, y por
tanto, jurídico.

Y sólo resta añadir a quienes
emprenden su lectura, con preven-
ción quizá ante el fárrago y eso-
terismo que son desgraciadamente
tan comunes en la exposición de
los temas especializados, que esta
obra está escrita con el claro y
limpio estilo literario que es habi-
tual en este joven profesor de De-
recho administrativo con apellido
de insigne poetoa.

C. VÁZQUEZ DE LA TORRE
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